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EXP. NRO. 53 - 09 
D.D. LIZARRAGA REBAZA 

 

S E N T E N C IA  

 

Lima, tres de febrero 

del  año dos mil doce.- 

 

                  VISTOS; en Audiencia Pública el proceso penal 

seguido contra FERNANDO ISMAEL ESPINOZA VALLEJOS, 

CARLOS DIAZ VASQUEZ, JORGE LUIS GUTIERREZ ROJAS y 

EDWARD ELI CASTRO CAMACHO como presuntos autores del delito 

contra la Administración Pública – Cohecho Pasivo Propio - en agravio del 

Estado. 

 

RESULTA DE AUTOS:  

Que, a mérito de la difusión a través de los medios de comunicación de 

un video donde se muestras imágenes de ciudadanos que son despojados con 

violencia de sus pertenencias cuando caminaban por la avenida Aviación, así 

como de miembros de la Policía Nacional recibiendo supuestamente dinero de 

quienes realizaban esos actos, obrante de fojas 02 a 16, se ordenó la 

investigación preliminar, elaborándose el consiguiente Parte Policial Nº 121-

2008-PNP-DIRCOCOR-PNP/DIVINPVDCAP-D1-E2, que obra a fojas 

17 a 34, y los recaudos acompañados a la misma y luego de formalizada la 

denuncia penal por la señora Fiscal Provincial Penal de fojas 239 a 249, la 
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Juez Penal abrió instrucción en Vía Ordinaria, resolución que corre de fojas 

256 a 264 (Tomo I), dictándose mandato de comparecencia restringida; 

que tramitadas las diligencias conforme a su naturaleza, los autos fueron 

elevados a la Superior Sala Penal que lo remitió al despacho del Fiscal Superior 

quién de fojas 720 a 729, formula acusación sustancial; procediendo la Sala de 

conformidad con lo opinado por el señor representante del Ministerio Público, 

ha emitir el Auto Superior de Enjuiciamiento mediante Resolución de fecha 

dos de diciembre del año dos mil once, obrante de fojas 773, señalándose fecha 

y hora para la realización del juicio oral, el misma que se verificó de las actas de 

su propósito, que oída la requisitoria oral del señor Fiscal Superior Adjunto, los 

alegatos de la defensa, así como la defensa material de los procesados, fueron 

recibidas sus respectivas conclusiones, las mismas que obran en pliegos 

separados y han sido tomados en cuenta al momento de expedirse el presente 

fallo, ha llegado la oportunidad procesal de expedir sentencia.  

 

 

CONSIDERANDO:   

                     

Que, la determinación de si los acusados son o no  responsables penales 

y por tanto si sus actuaciones que es precisamente lo que se juzga, merece la 

imposición de una pena o no, impone al juzgador la realización de un doble 

juicio: de una parte, un juicio histórico tendiente a establecer si un 

determinado  hecho o conjunto de hechos ha existido o no con anterioridad  al 

proceso; de otra parte, un juicio de valoración jurídica que tiende 

lógicamente a concluir si el hecho que históricamente sucedió puede ser 

calificado como penalmente ilícito y merece la imposición de una pena; por ello 

la sentencia constituye un silogismo que parte de una premisa mayor 
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constituida por la norma, una premisa menor constituida por los hechos, 

teniendo finalmente al fallo como conclusión. 

 

Que la labor de tipificación, previa a la sentencia, adquiere una 

dimensión trascendental para el proceso, comprendiendo no sólo la 

interpretación sino también la valoración de los elementos configurativos del 

tipo por parte del juzgador; es así que a través de ella, queda establecida no sólo 

la norma presuntamente transgredida y con ello el bien jurídico afectado, sino 

que también será el presupuesto del que partirá  la actividad probatoria; por 

todo esto, para establecer la responsabilidad penal, supone en primer lugar, 

una imputación penal, precisando las normas aplicables y las pretensiones de 

las partes procesales; en segundo lugar, la valoración de la prueba actuada 

con la finalidad de establecer  los hechos probados; y en tercer lugar, realizar 

la subsunción lógica de los hechos a las normas y posteriormente  de ser el 

caso - se individualizará la pena y se determinará la reparación civil -, en caso 

contrario se resolverá de acuerdo a lo dispuesto en el artículo doscientos 

ochenta y cuatro del Código de Procedimientos Penales; en consecuencia se 

tiene: 

 

 

IMPUTACIÓN PENAL: 

                          

          Según la versión incriminatoria del Ministerio Público se imputa a los acusados 

Fernando Ismael Espinoza Vallejos, Carlos Díaz Vásquez, Edward Eli 

Castro Camacho y Jorge Luis Gutiérrez Rojas, en sus condiciones de 

miembros de la Policía Nacional del Perú, recibieron dadivas de personas no 

identificadas, con la finalidad e omitir actos propios de su función en 
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circunstancias que se encontraban recorriendo la primera cuadra de la avenida 

Aviación, abordo de los vehículos policiales de placa de rodaje N° OA-

2485 siendo chofer de la móvil el acusado Díaz Vásquez y su operador el 

acusado Espinoza Vallejos; así mismo siendo chofer de la móvil PL-0038 el 

acusado Edward Eli Castro Camacho y su operador Jorge Luis Gutiérrez 

Rojas; lugar patrullado por los acusados donde se producen una serie de actos 

delincuenciales1 que conforme al material videográfico obrante en autos 

oralmente debatido, tales desconocidos agentes corruptores de los ahora 

efectivos policiales acusados responden a delincuentes comunes que pululan 

por dicha zona asaltando mediante la modalidad del cogoteo a sus víctimas 

transeúntes del lugar, asimismo ha quedado demostrado del mismo material 

videográfico concatenado a los evidentes argumentos carente de lógica 

expuestas durante el transcurso del debate oral por los acusados, con el ánimo 

de justificar su proceder ilícito perennizado en tales imágenes grabadas a la 

fecha de los hechos, esto es,  05, 06 y 09 de julio del 2007, por personal de 

inteligencia de la propia PNP, que el presunto regente o administrador del que 

sería un prostíbulo clandestino que funciona en uno de los ambientes del 

inmueble sito en la avenida Aviación N° 170, colindante al inmueble N°170 B 

de la referida avenida que frecuentan y domicilian algunos de los delincuentes 

comunes antes mencionados, conforme se ha observado del video en 

mención,  lugar este que ha sido reconocido durante el debate oral por el 

acusado Espinoza Vallejos, como el prostíbulo “El Naranjito”, hizo entrega de 

una dadiva a los efectivos policiales acusados, proceder ilícito expuesto que 

fuere materializado por los acusados con la finalidad de omitir actos propios 

de su función, logrando así estos contribuir a generar cierta impunidad en los 

                                                           
1
  Se desprende del Acta de visualización de cintas VHS ”Caso cocogoteros en La 
Victoria”, folios 101/102 y transcripción de visualización del DVD rotulado " Cogoteros de la 
Victoria. 
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delincuentes comunes que habitualmente merodean dicha zona asaltando a los 

transeúntes.  

                   

 

Posiciones de las partes procesales respecto a los hechos materia de 

juzgamiento: 

 

� El señor representante del Ministerio Público, sostiene su reproche penal 

frente a la conducta desplegada por los acusados FERNANDO ISMAEL 

ESPINOZA VALLEJOS, CARLOS DIAZ VASQUEZ, JORGE LUIS 

GUTIERREZ ROJAS y EDWARD ELI CASTRO CAMACHO como 

autores del delito contra la Administración Pública - cohecho pasivo propio -   

en agravio del Estado, significando que la misma se encuentra subsumida en el 

primer párrafo del artículo 393° del Código Penal, que sanciona al “(…) 

funcionario o servidor público que acepte o reciba donativo, promesa o cualquier otra ventaja o 

beneficio, para realizar u omitir un acto en violación de sus obligaciones o el que las acepta a 

consecuencia de haber faltado a ellas, (…)”. Por lo que, deben ser sujetos de sanción 

penal y civil, solicitando se le imponga a los acusados antes mencionados ocho 

años de pena privativa de libertad, así como tres años de Inhabilitación; así 

como el pago de cuatro mil nuevos soles por concepto de reparación civil, en 

forma solidaria. 

 

� El agraviado, el representante de la Procuraduría Pública, no ha 

concurrido como Parte Civil. 

 

�   La defensa técnica del procesado FERNANDO ISMAEL 

ESPINOZA VALLEJOS, referente a la imputación contra su patrocinado, 



Exp. Nº 53-09 

 

6 

6 

señala que las pruebas que se presentan no son idóneas, porque han sido 

editadas, manipuladas, al antojo del Equipo que realizó la investigación, o sea la 

Dirección de Inteligencia por las siguientes razones: 

1. En la visualización de la filmación matriz, no especifica fechas ni horas y 

se hace de manera secuencial, sin indicar absolutamente cuantas veces se 

ha patrullado en el lugar durante los diecinueve días de filmación que 

han realizado; sin embargo, las apreciaciones que se hacen sobre tales 

imágenes para relacionar a mi defendido, son subjetivas, y que se basan 

en una mera apreciación genérica haciendo ver que los policías 

permanentemente hacen lo mismo, lo cual no es cierto. 

2. Este elemento probatorio no reúne idoneidad, ya que por si sola no 

puede ser elemento de prueba contundente para la determinación de 

responsabilidad penal, ya que necesariamente esta prueba tiene que ser 

corroborada con otros elementos probatorios. 

3. En la edición hay contradicción en las fechas de los servicios de personal 

policial; es decir, aparece la fecha seis de julio de dos mil siete, a las doce 

y cincuenta y tres am, aparece patrullero de la Comisaría de Apolo, de 

placa AO veinticuatro ochenta y cinco.  

 

� Que los investigadores han manipulado la prueba fílmica al editar la 

filmación, porque figura fecha seis de julio de dos mil siete, si de acuerdo al rol 

de servicio de mi defendido, el patrullaje corresponde al cinco de julio de dos 

mil siete correspondiéndole realizar sus servicios los días impares del uno al 

diecinueve de julio de dos mil siete; obviamente, no podría corresponderle el 

seis de julio. Al respecto el señor Fiscal alega que los delincuentes han estado 

conversando con mi defendido, ahora, estas imágenes que prueba, acaso se 

puede ver que estos dos sujetos le entregan algo, no le entregan nada. 
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Entonces, de que prueba objetiva hablamos, si la Fiscalía se basa en meras 

apreciaciones subjetivas.  

 

� Respecto al testigo Luis Alberto Machado Tanta, el técnico de la Policía, 

fallecido hace dos años, la Dirección de Inteligencia, informa que él fue quien 

realizó la investigación; sin embargo, ellos mienten sorprendiendo a la 

autoridad judicial, ya que este efectivo policial en vida, jamás realizó este 

trabajo policial, su función en el Área de  Inteligencia, era estrictamente 

administrativa y no operativa, y para  desvirtuar esta afirmación entonces que 

se demuestre por medios de documentos como el parte diario, rol de servicios, 

notas de agente o plan de operaciones, donde figure que el señor Machado 

Tanta, haya efectuado dicho trabajo operativo. 

 

� No se ha acreditado fehacientemente que haya recibido alguna ventaja, 

beneficio o dádiva, para omitir o realizar un acto en violación de sus 

obligaciones, lo cual se corrobora con la visualización de los vídeos. Y que, en 

el presente caso no se ha desvirtuado la presunción de inocencia y por ende no 

está acreditado la responsabilidad penal del acusado Espinoza Vallejos, por el 

delito de Cohecho Pasivo Propio, ya que del análisis de las pruebas aportadas 

en el proceso; o sea, los vídeos, solo se tendría la mera sospecha de que el 

acusado pudo haber sido el autor del ilícito que se le imputa. Que a partir de 

esas referencias débiles en si misma, sin mayores datos periféricos adicionales, 

son evidentemente insuficientes, para concluir que el procesado, cometió el 

delito en mención. Por lo tanto, en tal virtud, ante tal insuficiencia probatoria,  

correspondería dictar sentencia absolutoria.  
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� La defensa técnica del procesado CARLOS DIAZ VASQUEZ, señala 

que es un efectivo policial con veintiséis años de labor ininterrumpida, que si 

bien, hay un informe con sanciones, son porque llegó tarde; además ha que 

quedado acreditado que esa es su zona de patrullaje, por cuanto no es raro que 

ellos estén estacionados o estén patrullando, no es raro que ellos dentro de sus 

funciones, tienen que conocer a las personas de la zona, ya que ellos necesitan 

informantes, y necesitan saber quienes cometen los delitos, y es una forma de 

acercarse a estas personas. Otro hecho es que no contamos con ningún 

testimonio, ya que el diecinueve de julio, la Policía hace  un operativo y se ve 

que intervienen a todas estas personas, entre ellas, algunas de las que se ha visto 

conversando con los efectivos policiales, pero no se ha presentado ni se ha 

solicitado la declaración de las manifestaciones de estas personas, para 

preguntar la razón o en base a que, hubo conversación o se acercaron a los 

efectivos policiales que ahora son procesados. 

 

� La defensa entiende que el indubio pro reo es un principio con jerarquía 

constitucional, y siempre debe ser interpretado a favor del reo cuando hay 

duda, y hemos demostrado que no solamente hay duda, sino que no hay 

elementos suficientes de convicción para que sea Díaz Vásquez pasible del 

reproche social, a través de una sentencia condenatoria. Por lo que la defensa 

solicita al Colegiado tenga a bien Absolver de los cargos formulados por el 

Ministerio Público.  

 

� La defensa técnica del procesado JORGE LUIS GUTIERREZ 

ROJAS, señala que se ha visualizado en la presente diligencia, los vídeos que 

existen en diferentes formatos, y en ellos no se aprecia al señor  Gutiérrez 

recibir dinero, donativo o beneficio, es más, el Ministerio Público en el punto 
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seis de su análisis fáctico, es de similar opinión en el sentido que señala, “que si 

bien es cierto en las imágenes que sustentan las imputaciones contra los 

procesados, no es posible observar el preciso instante de la entrega del 

donativo o ventaja o beneficio de dinero, debido a que la filmación habría sido 

editada convenientemente”, pero todos sabemos que en ninguna aparece el 

señor Gutiérrez Rojas, recibiendo dinero, donativo o ventaja. 

 

� Asimismo tampoco existe la tercera persona, no ha sido identificada, no 

ha sido citada; consecuentemente, el que supuestamente la persona que habría 

corrompido le habría entregado dinero al señor Gutiérrez. Tampoco existe 

documentación alguna como Acta de Recojo, Acta de Incautación o Acta de 

Registro Personal, que se  hubiera hecho donde se le hubiera encontrado 

dinero, beneficio o ventaja. Asimismo el Ministerio Público no puede aducir, 

afirmar que es un indicio que es el señor Gutiérrez, porque aparece en una 

filmación que realiza Inteligencia de la Policía, con motivo del operativo de 

“Los cogoteros de Aviación”. 

 

� Por estos hechos, pido a usted al digno Tribunal que luego de un análisis 

objetivo se proceda a absolver al señor Gutiérrez Rojas porque no existe una 

prueba contundente que desvirtúe la presunción de inocencia. He concluido 

doctor.- 

 

� La defensa técnica del procesado EDWARD ELI CASTRO 

CAMACHO, referente a la imputación contra su patrocinado, señala que él no 

conocía la existencia del prostíbulo, simplemente porque no era su ruta 

habitual de trabajo, ellos patrullaban todo Lima, y niega uniformemente 

conocer este prostíbulo. También incurre en error la acusación Fiscal cuando 
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dice: que todos han sido sancionados por hechos similares con anterioridad, y 

esto no es verdad. CASTRO CAMACHO jamás fue sancionado, ni 

administrativamente, ni antes ni después de los hechos, a él lo sancionan 

administrativamente por haber estado justamente en estas filmaciones, que no 

han probado nada, de que haya aceptado, recibido dinero, cupo o donativo o 

ventaja alguna. La apreciación en este sentido de la Fiscalía es totalmente 

subjetiva, y no se puede acusar a una persona por cuestiones subjetivas, por eso 

la defensa no cree necesario apoyarse en el principio de la duda, porque no se 

ha probado el delito. 

 

� Por todo esto y teniendo presente que Castro Camacho es un Policía 

joven, padre de familia, sin ningún antecedentes, penal, judicial o policial, 

cumplidor de sus servicios de acuerdo a su hoja de su institución. Por todo ello 

la defensa solicita que Castro Camacho sea absuelto de todos los cargos que 

formula la Fiscalía. 

 

 

FUNDAMENTOS: 

     

El Tribunal, sobre la base de lo expuesto por las partes procesales, 

procederá ha analizar y contraponer tales posiciones a efectos de emitir un 

pronunciamiento conforme a los cánones de Justicia del que goza todo ser 

humano en un Estado Constitucional de Derecho. 

 

 

PRIMERO.- VALORACIÓN DE LOS ELEMENTOS Y MEDIOS DE 

PRUEBA 
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La prueba es la demostración de una afirmación de la existencia de un 

hecho o de una cosa, sirve al descubrimiento de la verdad (construcción y 

determinación de las proposiciones fácticas propuestas por los sujetos 

procesales) acerca de los hechos que en él se investigan y respecto de los cuales 

se pretende actuar la Ley sustantiva[2]. 

Que, la denominada prueba indiciaria consiste en la actividad probatoria 

de naturaleza necesariamente discursiva e indirecta, cuya fuente es un dato 

comprobado [3], concretándose en la obtención del argumento probatorio 

mediante una inferencia correcta. [4] 

 

Juicio de Subsunción: 

 

          El delito de Cohecho Pasivo Propio exige que el agente se encuentre provisto de 

una función pública, quien actúa realizando u omitiendo un acto propio de su función, a 

cambio de donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, la misma que solicita 

(directa o indirectamente) o acepta o recibe. 

[5]”. 

 

 

SEGUNDO.- Que el delito de Cohecho Pasivo Propio previsto en el artículo 

trescientos noventa y tres del Código Penal incluido en el Título XVIII Delitos 

Contra la Administración Pública – Delito cometido por Funcionario Público- 

Corrupción de funcionarios, imputable a los acusados FERNANDO 

ISMAEL ESPINOZA VALLEJOS, CARLOS DIAZ VASQUEZ, JORGE 
                                                           

[2] CAFFERATA NORES, J. La Prueba en el Proceso Penal; Buenos Aires; Editorial Desalma ;1986;p. 3. 

[3] Éste dato comprobado no es más que el indicio pues el mismo conduce hacia otro dato por descubrir y porque está vinculado al thema 
probandum. En: MIXAN MASS, Florencio. Prueba Indiciaria; Trujillo - Perú; Ediciones BGL; 1995, p. 25. 
[4] MIXAN MASS, Florencio. Ob. Cit., p. 22. 
[5] Fidel Rojas Vargas – Codigo Penal 14 años de Jurisprudencia sistematizada; Lima; IDEMSA; pagina 628. 
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LUIS GUTIERREZ ROJAS y EDWARD ELI CASTRO CAMACHO. 

Tiene interés jurídico fundamentalmente protegido por la ley, que consiste en 

un acto u omisión de funciones que el funcionario público se encuentre 

facultado a realizar, es decir, que para que se configure el delito de cohecho, el 

acto u omisión deben de encontrarse dentro de la competencia material y 

territorial del funcionario público, luego el núcleo fundamental del delito reside 

en la obtención de un acuerdo injusto en que se conculca el principio de 

imparcialidad funcional. 

 
  El injusto penal del delito de cohecho es considerado como un injusto 

formal, que es agotable al solicitar o aceptar, o convenir, es un delito de mera 

actividad, de peligro abstracto e instantáneo, el efecto inmediato de ésta 

modalidad se agota en un sólo acto, que sanciona el pacto venal. 

 

  El sujeto activo podría ser cualquier funcionario o servidor público con 

competencia genérica en razón del cargo o función; siendo el comportamiento 

típico para este caso en mención: “(…) aceptar, recibir o solicitar donativo 

promesa cualquier otra ventaja o beneficio para realizar un acto en violación de 

sus obligaciones (…); esta hipótesis debe estar vinculado a actos en general, 

inherentes a la función o servicio del sujeto activo pues de tratarse de 

prestaciones que no ingresen al ámbito de la competencia del funcionario o 

servidor el supuesto de hecho imputado dejara de ser delito de cohecho pasivo 

propio para configurar otros ilícitos penales (…)”. Fidel Rojas – Delitos contra 

la Administración Pública – Cuarta Edición 2007 pág. 678.  

   

  El “Aceptar”, implica en principio admitir una promesa de recibir algo 

para el futuro; en cuanto al “Donativo”, que es sinónimo de “dadiva o 

presente” significa cualquier regalo, cualquier entrega a titulo gratuito en el 
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sentido comercial, pero que tiene por finalidad la venta de la función pública. 

La “Promesa” es el hecho de comprometerse a entregar o hacer algo; La “Otra 

Ventaja” se refiere a cualquier beneficio que pueda recibir el sujeto activo6. 

   

  La consumación se produce con la complacencia que pone de manifiesto 

el sujeto público, es así  un tipo penal de simple actividad y de peligro para el 

bien jurídico. 

 

 

TERCERO.-  De las diligencias y compulsa de las pruebas actuadas en el 

transcurso del presente proceso penal, siendo introducidas y sometidas al 

debate oral bajo los principios rectores de inmediación y contradicción, 

tenemos: 

 

3.1) Con fecha, dos de agosto del año 2007, la Primera Fiscalía 

Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios, resuelve abrir 

investigación contra los citados procesados. 

 

3.2) El hecho materia de juzgamiento, es la comisión de diversos delitos 

contra el patrimonio no evitados por personal policial en la primera cuadra de 

la avenida Aviación en el distrito de La Victoria, lo que se advierte del video 

difundido por los medios periodísticos televisivos, donde se muestran 

imágenes de miembros de la Policía Nacional, recibiendo dadivas, pudiéndose 

identificar  los vehículos policiales de placa de rodaje N° OA-2485 siendo 

chofer de la móvil el acusado Carlos Díaz Vásquez y su operador el acusado 

Fernando Ismael Espinoza Vallejos, y el de placa PL-0038, actuando como 

                                                           
6
 Manuel Abanto Vásquez, Delitos contra la Administración Pública Código Penal Peruano- Palestra Editores fs 381  
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chofer el acusado Edward Eli Castro Camacho y su operador Jorge Luis 

Gutiérrez Rojas. 

 

3.3) Que, la imputación fiscal en contra de los acusados antes 

mencionados, tiene como único elemento de prueba, la visualización del video 

que dio origen a esta investigación judicial, del que se establece lo siguiente: 

a) No existe un hecho concreto, claro y objetivo que haya sido descrito 

por el representante del Ministerio Público de una conducta ilícita por parte de 

los encausados efectivos policiales identificados, toda vez, que de las imágenes 

que han sido objeto de debate no se aprecia que los robos materializados por 

delincuentes no identificados en grupo en agravio de sujetos que tampoco han 

sido individualizados, se hayan producido en presencia de personal policial que 

patrullaba el lugar y que los hubiera obligado a intervenir dada la flagrancia de 

los hechos. 

b) Que,  con la visualización de los videos: dos grabados por el Servicio 

de Inteligencia de la Policía Nacional, uno de ellos que registra audio, se 

concluye que no existe una secuencia lógica de los hechos, lo que se aprecia del 

video sin audio que registra las mismas imágenes del video con audio, pero en 

menor tiempo, en el que si se registra fechas y horas de la grabación, sin 

embargo, no guarda coherencia las horas con la simultaneidad de los hechos, 

así como, las fechas no coinciden con los días de servicio policial de los ahora 

acusados, quienes en algunos casos se reconocen en las imágenes, pero no 

concuerdan con la fecha registrada en el video, como el día en que se realizó el 

servicio policial: lo que ha sido alegado por los acusados y se desprende del 

oficio remitido por la “Comisaría de Apolo” que corre anexado a fojas 896, 

respecto del servicio policial de los acusados Espinoza Vallejos y Díaz 

Vásquez, que corroborando la versión de estos, detalla que los días impares del 
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mes de julio del dos mil siete correspondía la labor policial de los precitados 

acusados. 

 

c) Que, no obstante que en el video con audio se advierte que no fue un 

solo efectivo policial el que peremnizó las imágenes, toda vez, que se escucha 

conversación entre dos personas por lo menos que efectúan la grabación, 

además de conversaciones por teléfono, sin embargo, la información remitida 

por la autoridad policial no responde a la realidad de los hechos, tal como se 

aprecia del oficio remitido por la Dirección de Inteligencia que obra a fojas 

865, por el cual se informa extrañamente que la grabación de las acciones de 

inteligencia para la identificación y captura de los “Malditos de Aviación”, 

estuvo a cargo del efectivo policial Luis Alberto Manchado Tanta quien a la 

fecha se encuentra fallecido. 

  

d) Que, tanto personal de inteligencia de la Policía Nacional, como el 

representante del Ministerio Público no han cumplido con individualizar a los 

otros efectivos policiales que aparecen registrados en el video materia de 

análisis, a fin de que puedan explicar no sólo su presencia en el lugar de los 

hechos, sino su ingreso al inmueble que se precisa es un prostíbulo 

clandestino, así como, conversar y aparentemente recibir algo en la mano por 

parte del sujeto que presuntamente regenta dicho local, quien tampoco ha sido 

identificado. Aspecto que no se puede admitir de una dependencia policial de 

inteligencia, que precisamente se encuentra preparada personal y técnicamente 

para este tipo de acciones, la que pudo fácilmente proceder a completar 

adecuadamente su investigación; sin embargo, se aprecia que ha manipulado 

groseramente la grabación que contenían los presuntos hechos ilícitos, al no 

existir secuencia lógica en los hechos, horas y días, no se ha identificado en su 
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totalidad a los efectivos policiales y personas al margen de la ley que aparecen 

en el video, no obstante que fueron casi 15 días de filmación en el lugar de los 

hechos, lo que ha impedido a éste órgano jurisdiccional emitir o dictar 

resoluciones sancionadoras, ante la difusión de los hechos por los medios 

periodísticos televisivos; circunstancia que debe ser esclarecida e investigada 

por el titular de la acción penal, identificando a los efectivos policiales a cargo 

de la investigación de inteligencia y los otros que aparecen en el video. 

   

e) Que, conforme se han desarrollado las imágenes, no se puede tener 

certeza suficiente que los efectivos policiales encausados hayan recibido 

dinero, dádiva o cualquier otra ventaja, con el objeto de no cumplir con sus 

funciones inherentes a la labor que les asigna el Estado; significándose, que no 

se ha probado que en presencia de estos se haya cometido un hecho ilícito y 

que hayan dejado no sólo de intervenir sino también haber dejado actuar a los 

delincuentes, dado a que los videos en los que se sustenta la imputación ha 

sido materia de manipulación por parte del personal de inteligencia a cargo 

delas investigaciones, aspecto que debe ser investigado como se ha señalado en 

el punto precedente a fin de deslindar responsabilidades y evitar la impunidad. 

 

f) Que, los acusados tal como se advierte de sus respectivas 

declaraciones recabadas tanto en la investigación preliminar como judicial, si 

bien han admitido haber estado presente en el lugar de los hechos, 

discrepando en algunos casos con las fechas consignadas, han sido categóricos 

en negar haber cometido acto de corrupción alguno. 

 

g) Que, asimismo,  se debe precisar que si bien el Fiscal ha considerado 

en su requisitoria oral como indicio de responsabilidad el hecho que los 
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acusados Espinoza Vallejos y Díaz Vásquez en el video visualizado se aprecia 

que reciben dinero de dos mujeres, debe de anotarse que este hecho ha sido 

materia de sobreseimiento al comprobarse la versión de los precitados 

acusados,  que dicha acción estaba referida a una compra de tamales, tal como 

se aprecia de la resolución de fojas 445 y siguientes.  Hecho que señalan los 

acusados demuestra la clara intención de perjudicarlos cuando en el video no 

se ha registrado la acción completa, esto es, la entrega previa de los tamales.    

 

Conclusiones: 

•  Que, conforme se aprecia de la visualización de las imágenes contenidas 

en los CD y cassetes en formato VHS sometidas a debate oral, cada uno 

de los procesados, se ha reconocido en diferentes escenas de las 

imágenes perennizados por personal de Inteligencia de la Policía 

Nacional, señalando que no han solicitado ni aceptado, donativo o 

promesa o cualquier otra ventaja a los agentes delictivos que pululan en 

la primera cuadra de la avenida Aviación cruce con la avenida 28 de 

julio; siendo además que este sólo hecho -de ser registrado en el video 

realizando su labor de patrullaje- no puede servir de mérito para emitir 

un pronunciamiento de responsabilidad penal, no existiendo ningún 

otro elemento de prueba directa o indiciaria alguna que apunte a 

establecer la omisión de deberes funcionales por parte de los efectivos 

policiales; tanto más, si las referidas imágenes en cuanto a fechas, horas, 

y totalidad de acciones ha sido manipulada con el objeto de lograr 

impunidad, conforme se ha apreciado en el presente Juicio Oral, lo que 

se encuentra corroborado con el Of. Nº 218-12-REGPOL-LIMA-DIVTER-

CENTRO-CA/PER remitido por la Comisaría de Apolo, donde se hace 

mención: “el parte diario” en la fecha de los hechos respecto al personal 
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policial que prestaba servicio entre las avenidas Aviación y 28 de Julio, 

no concordando estas con la fecha y hora de las imágenes al estar los 

efectivos policiales acusados de descanso. 

• Que, el titular de la acción penal no ha individualizado los hechos 

ilícitos en cuanto a cada uno de los acusados Fernando Ismael Espinoza 

Vallejos, Carlos Díaz Vásquez, Edward Eli Castro Camacho y Jorge 

Luis Gutiérrez Rojas, ni mucho menos ha adjuntado los medios 

probatorios que acreditarían el delito incriminado, basando su 

imputación en suposiciones, no habiéndose desvirtuado de manera clara 

y precisa la presunción de inocencia que consagra a favor de toda 

persona el articulo 2º inciso 24, literal e) de nuestra Carta Magna; 

significando que no resulta suficiente indicio de responsabilidad, el 

hecho de haber patrullado en sus respectivos vehículos policiales y 

disuadir con su presencia a los agentes delictivos del lugar, solicitando 

información a los sujetos que pululan en la primera cuadra de la avenida 

Aviación,  lo que constituye un acto meramente de su función, no 

encontrándose indicio alguno que apunte a establecer el incumplimiento 

de sus deberes funcionales, no habiendo probado que con ello, se logró 

facilitar y concretar el delito incriminado; asimismo las imágenes tienen 

un contenido muy pobre al no perennizar con claridad y no contener el 

audio de los referidos actos ilícitos, no siendo suficiente para probar los 

hechos materia de la presente investigación. 

 

 

CUARTO.- Que, con relación al rol que debe cumplir el representante del 

Ministerio Público como titular de la acción penal y defensor de la legalidad,  el 

Tribunal Constitucional, ha reconocido la importancia del Ministerio Público 
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dentro del sistema de justicia de nuestro país y que sus actividades la despliega 

dentro del mandato constitucional contenido en el articulo ciento cincuenta y 

nueve de la norma normarum Peruana (…); (…) asignándoles al Ministerio 

Público entre otras funciones, la de promover de oficio, o a petición de parte, 

la acción judicial en defensa de la legalidad y de los intereses públicos tutelados 

por el derecho(inciso 1); asimismo se le ha atribuido la misión de ejercitarla 

acción penal de oficio o a petición de parte (inciso 5 del citado articulo). Por lo 

tanto: (…) le es exigible que el desarrollo de sus actividades las despliegue 

dentro de los mandatos normativos contenidos en la propia constitución. 

siendo justamente ello lo que le permite a este colegiado ejercer un control 

estrictamente Constitucional, mas no funcional, habiendo en su momento 

señalado que la actividad del Ministerio Público se encuentra ordenada en el 

principio de la Interdicción de la Arbitrariedad, que se alza como un limite a la 

facultad discrecional que la propia Constitución le ha otorgado a esta 

institución del Estado. (…) Ello significa  que el debido proceso en la sede de 

investigación preliminar puede ser también afectado por los representantes del 

Ministerio Público, en la medida en que la garantía de este derecho 

fundamental (entiéndase debido proceso) no ha de ser solamente entendida 

como una propia o exclusiva de los trámites jurisdiccionales, sino también 

frente aquellos supuestos cuasi jurisdiccionales o pre-jurisdiccionales, es decir, 

en aquellos casos cuya dirección compete al Ministerio Público, con la 

finalidad de evitar cualquier supuesto de arbitrariedad y amenaza frente a la 

libertad individual, (STC 1268-2001-PHC/TC, 1268-2001-PHC/TC, 1762-2007-

PHC/TC) (…). T.C. STC. EXP. 03987-2010- PHC/TC (El Control Constitucional de la Actividad Fiscal) 

DE FECHA 02 DE DICIEMBRE 2010. 
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Que, asimismo, en cuanto al Debido Proceso y Tutela Judicial Efectiva el 

Tribunal Constitucional en la sentencia Nº 3390-2005-PHC/TC de fecha seis 

de agosto del dos mil cinco, ha establecido: 

� “9. Este enunciado es recogido por el artículo 4.° del Código Procesal 

Constitucional, bajo el siguiente tenor: “[s]e entiende por tutela procesal efectiva aquella 

situación jurídica de una persona  en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos 

de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad 

sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a 

procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la obtención de una resolución 

fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de 

revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente  oportuna de las 

resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal”. 

� “16. La necesidad de tutela surge del enunciado contenido en el artículo 2..º inciso 

d) de la Norma Suprema, al disponer “[N]adie será procesado, ni condenado por acto u 

omisión que al tiempo de cometerse no este previamente calificado en la ley, de manera 

expresa e inequívoca, como infracción punible (...)” Por ello, es derecho de todo procesado  

el que conozca de manera expresa, cierta, e inequívoca los cargos que se formulan en su 

contra, y en el presente caso tanto más, dado que la naturaleza pública o privada de los 

documentos cuya presunta falsificación se investiga, permanecerá inalterable durante el 

desarrollo de la instrucción, pero su determinación  por parte del juzgador incidirá en el 

derecho de defensa de los imputados y en su libertad personal cuando se determine su 

situación jurídica y la posterior pena a imponérseles”.7 Delineamientos que no ha 

cumplido a cabalidad el representante del Ministerio Público al emitir su 

respectiva acusación escrita, al no describir de manera expresa y escrita los 

hechos ilícito presuntamente cometidos por los agentes incriminados.   

 

 

                                                           
7
 Exp. Nº3390-2005-HC – Tribunal Constitucional, sentencia fecha 06 de agosto de 2005  
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QUINTO.- En relación al considerando tercero de la presente resolución, 

debemos tener en cuenta lo expresado por el Tribunal Constitucional en el 

Exp. 00728-2008-PHC/TC del 13 de octubre de 2008: “El texto constitucional establece 

expresamente en su artículo 2º, inciso 24, literal e), que “Toda persona es considerada inocente mientras no se haya 

declarado judicialmente su responsabilidad”. Este dispositivo constitucional supone, en primer lugar, que por el derecho 

a la presunción o estado de inocencia toda persona es considerada inocente antes y durante el proceso penal; es 

precisamente mediante la sentencia firme que se determinará si mantiene ese estado de inocencia o si, por el contrario, se 

le declara culpable; mientras ello no ocurra es inocente; y, en segundo lugar, que el juez ordinario para dictar esa 

sentencia condenatoria debe alcanzar la certeza de culpabilidad del acusado, y esa certeza debe ser el resultado de la 

valoración razonable de los medios de prueba practicados en el proceso penal. El principio indubio pro reo, por otro 

lado, significa que en caso de duda sobre la responsabilidad del procesado, debe estarse a lo que sea más favorable a éste 

(la absolución por contraposición a la condena). Si bien es cierto que el principio indubio pro reo no está expresamente 

reconocido en el texto de la Constitución, también lo es que su existencia se desprende tanto del derecho a la presunción 

de inocencia, que sí goza del reconocimiento constitucional, como de la defensa de la persona humana y el respeto de su 

dignidad, fin supremo de la sociedad y del Estado (artículo 1º de la Carta Fundamental)”. 

 

  De lo precedentemente expuesto, se tiene que tanto la presunción de 

inocencia como el indubio pro reo inciden sobre la valoración probatoria que debe 

tener el juez. En el primer caso, que es algo objetivo, supone que a falta de 

pruebas aquella no ha quedado desvirtuada, manteniéndose incólume, y en 

el segundo caso, que es algo subjetivo, supone que ha habido prueba, pero 

esta no ha sido suficiente para despejar la duda (la suficiencia no se refiere a la 

cantidad de pruebas incriminatorias, sino a la entidad y cualidad que deben reunir estas). La 

sentencia, en ambos casos, será absolutoria, bien por falta de pruebas 

(presunción de inocencia), bien porque la insuficiencia de las mismas - desde el 

punto de vista subjetivo - genera duda de la culpabilidad del acusado (indubio pro 

reo), lo que da lugar a las llamadas sentencias absolutorias de primer y segundo 

grado, respectivamente. 
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          Por lo tanto los hechos incriminados a los acusados Fernando Ismael 

Espinoza Vallejos, Carlos Díaz Vásquez, Jorge Luis Gutiérrez Rojas y Edward 

Eli Castro Camacho, no constituyen elementos de prueba determinante como 

para erigir su responsabilidad penal. 

 

 

SEXTO.- El articulo 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos 

establece que “toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”. En cuanto a su contenido, la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos ha precisado que “el principio de la 

presunción de inocencia, tal y como se desprende del articulo 8.2 de la Convención, exige que 

una persona no pueda ser condenada mientras no exista prueba plena de su responsabilidad 

penal. Si obra contra ella prueba incompleta o insuficiente, no es procedente condenarla, sino 

absolverla”; en el mismo sentido, nuestra Constitución Política en su articulo 

2.24“e”, expresa: “Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado 

judicialmente su responsabilidad”.   

 

 

SETIMO.- Que estando a lo expuesto en el tercer considerando de la presente 

resolución, con respecto a la manipulación de los videos que dieron origen a la 

presente investigación por personal de inteligencia de la Policía Nacional, debe 

remitirse en su oportunidad copias de los actuados correspondientes 

debidamente certificados a la Mesa de Partes de las Fiscalías Penales 

Provinciales de Lima, para que proceda de acuerdo a sus atribuciones. 
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� CONCLUSIÓN: 

 

En consecuencia, no habiéndose desvirtuado la Presunción de 

Inocencia que consagra a favor de toda persona, el artículo segundo, inciso 

vigésimo cuarto, parágrafo “e” de la Constitución Política del Estado, 

procede absolver a los acusados Fernando Ismael Espinoza Vallejos, Carlos 

Díaz Vásquez, Jorge Luis Gutiérrez Rojas y Edward Eli Castro Camacho de 

los cargos formulados por el Ministerio Público. 

 

 

� DECISIÓN: 

 

Fundamentos por los cuales la Primera Sala Penal Liquidadora de la 

Corte Superior de Justicia de Lima, con el criterio de conciencia que la ley 

autoriza e impartiendo justicia a nombre de la Nación, de conformidad con el 

artículo 284° del Código de Procedimientos Penales.  

 

 

FALLA:  

 

ABSOLVIENDO a FERNANDO ISMAEL ESPINOZA 

VALLEJOS, CARLOS DIAZ VASQUEZ, JORGE LUIS GUTIERREZ 

ROJAS y EDWARD ELI CASTRO CAMACHO de la acusación fiscal por 

el delito contra la Administración Pública – Cohecho Pasivo Propio - en 

agravio del Estado. 
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 ORDENARON: Se remitan copias conforme a lo dispuesto en el 

sétimo considerando de la presente resolución a la Mesa de Partes de la 

Fiscalías Penales de Lima, para los fines correspondientes. 

 

 

MANDARON:  

Que, consentida o ejecutoriada que sea la presente resolución se archive 

definitivamente todo lo actuado, debiéndose anular los antecedentes que se 

pudieran haber generado durante la secuela del proceso, de conformidad con lo 

dispuesto por el Decreto Ley número veinte mil quinientos setenta y nueve.- 

S.S. 

 

 

           INES TELLO DE ÑECCO                             MARCO ANTONIO LIZARRAGA REBAZA [8]  

                   PRESIDENTE                                        JUEZ SUPERIOR y D.D.  

                  

 

 

 

JUANA ESTELA TEJADA SEGURA  

       JUEZ SUPERIOR 
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